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1  Al amparo de lo previsto en los artículos 189 numeral 22 y 365 de la Constitución Política de Colombia: 

Artículo 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar 



Página 2 de 30GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023

2

3

4

5

6

7

8

9

su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán sometidos 
al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la 
vigilancia de di

2 Cfr. Decreto 2409 de 2018 artículo 4
3 Cfr. Decreto 101 de 2000 artículo 42. Vigente de conformidad con lo previsto en el artículo 27 del decreto2409 

de 2018
4 Artículo 1º.- Sector y Sistema Nacional del Transporte. Integra el sector Transporte, el Ministerio de 

Transporte, sus organismos adscritos o vinculados y la Dirección General Marítima del Ministerio de Defensa 
Nacional, en cuanto estará sujeta a una relación de coordinación con el Ministerio de Transporte. Conforman 
el Sistema de Nacional de Transporte, para el desarrollo de las políticas de transporte, además de los 
organismos indicados en el inciso anterior, los organismos de tránsito y transporte, tanto terrestre, aéreo y 
marítimo e infraestructura de transporte de las entidades territoriales y demás dependencias de los sectores 

5  Lo anterior, en congruencia por lo establecido en el artículo 9 de la ley 105 de 1993, la ley 336 de 1996 y 
demás leyes aplicables a cada caso concreto. 

6 Artículo 15 Constitución Política de Colombia.
7

fin de ejercicio con el estado de la cuenta de pérdidas y ganancias y en todo caso del cortado en 31 de 
diciembre de cada año, elaborados conforme a la ley. Dicho balance será "certificado". El Gobierno Nacional 
podrá establecer casos en los cuales, en atención al volumen de los activos o de ingresos sea admisible la 
preparación y difusión de estados financieros de propósito general abreviados. Las entidades 
gubernamentales que ejerzan inspección, vigilancia o control, podrán exigir la preparación y difusión de 
estados financieros de períodos intermedios. Estos estados serán idóneos para todos los efectos, salvo para 
la distribución de utilidades.

8

del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los 

9 La H. Corte Constitucional ha recordado que la función de administrar justicia ha sido definida por el legislador 
en los términos del artículo 1º de l
Justicia es la parte de la función pública que cumple el Estado encargada por la Constitución Política y la ley 
de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en ellas, con el fin de 

T-
restringe la competencia para ello a los funcionarios de la rama jurisdiccional, pero con una limitación
establecida por el legislador, pues ellos no pueden ordenar la interceptación o registro sino

rte Constitucional Sentencia C-1042 de 2002.
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10

institucional que tiene la administración, con las herramientas legales de que dispone, y dentro de los límites 
del debido proceso y del respeto a las demás garantías del contribuyente-
Roberto. La función de fiscalización tributaria en Colombia, en Revista de Derecho Fiscal, No. 7. Universidad 
Externado de Colombia, Bogotá D.C., p. 231.
11 Las facultades tributarias se encuentran jerarquizadas entre los órganos de representación política a nivel 
nacional y local  y se contempla la protección especial de los derechos mínimos de las entidades territoriales, 
lo cual ha llevado a la jurisprudencia de esta Corporación a plantear reglas precisas sobre el grado 

H. Corte Constitucional, sentencia C-891 de 2012.
12 Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado que estas funciones no cuentan con una definición legal que

Aunque
el contenido y alcance de estas funciones puede

extraerse de diversas disposiciones especiales que regulan su ejercicio en autoridades típicamente
supervisoras, como las leyes 222 de 1995 (Superintendencia de Sociedades), 1122 de 2007 (Superintendencia
Nacional de Salud) y 1493 de 2011 (Dirección Nacional de Derechos de Autor), entre otras.  
señalarse que la función administrativa de inspección comporta la facultad de solicitar información de las
personas objeto de supervisión, así como de practicar visitas a sus instalaciones y realizar auditorías y
seguimiento de su actividad; la vigilancia, por su parte, está referida a funciones de advertencia, prevención
y orientación encaminadas a que los actos del ente vigilado se ajusten a la normatividad que lo rige; y,
finalmente, el control permite ordenar correctivos sobre las actividades irregulares y las situaciones críticas

. H. Consejo de Estado Sala de Consulta y Servicio
Civil Consejero ponente: William Zambrano Cetina Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil quince
(2015). Radicado número: 11001-03-06-000-2014-00174-00 (2223). También ver: Superintendencia
Bancaria Concepto No. 2000023915-3. Noviembre 15 de 2000. También ver: H. Corte Constitucional
Sentencias C-782 de 2007 y C-570 de 2012.
13 Por la cual se establecen los parámetros para la presentación de información de carácter subjetivo de la
vigencia 2019, por parte de los sujetos supervisados de la entidad
14 Por la cual se prorroga el término establecido en la resolución número 6299 del 28 de abril de 2020 para
la presentación de la información de carácter subjetivo de la vigencia 2019 por parte de los sujetos
supervisados por la entidad y se dictan otras disposiciones
15 Por la cual se prorroga el término establecido en la Resolución número 6455 del 12 de junio de 2020, para
la presentación de la información de carácter subjetivo de la vigencia 2019 por parte de los sujetos
supervisados por la entidad
16 por la cual se establecen los parámetros para la presentación de la información de carácter subjetivo de la
vigencia 2020, por parte de los sujetos supervisados por la entidad
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17 Cfr. Decreto 2409 de 2018 artículo 3.
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18 Al amparo de lo previsto en los artículos 189 numeral 22 y 365 de la Constitución Política de Colombia: 

asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán 
sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la 
v
19  Cfr. Decreto 2409 de 2018 artículo 4.
20  Cfr. Decreto 101 de 2000 artículo 42. Vigente de conformidad con lo previsto en el artículo 27 del decreto 
2409 de 2018.
21  Artículo 1º.- Sector y Sistema Nacional del Transporte. Integra el sector Transporte, el Ministerio de 
Transporte, sus organismos adscritos o vinculados y la Dirección General Marítima del Ministerio de Defensa 
Nacional, en cuanto estará sujeta a una relación de coordinación con el Ministerio de Transporte.
Conforman el Sistema de Nacional de Transporte, para el desarrollo de las políticas de transporte, además 
de los organismos indicados en el inciso anterior, los organismos de tránsito y transporte, tanto terrestre, 
aéreo y marítimo e infraestructura de transporte de las entidades territoriales y demás dependencias de los 

22 Lo anterior, en congruencia por lo establecido en el artículo 9 de la ley 105 de 1993, la ley 336 de 1996 y 
demás leyes aplicables a cada caso concreto.
23 Según lo establecido en los numerales 9 y 13 del artículo 14 del decreto 1016 de 2000, modificado por el 
artículo 10 del decreto 2741 de 2001, la Superintendencia Delegada de Tránsito y Transporte Terrestre 
Automotor tiene entre otras, la función de asumir de oficio o a solicitud de cualquier autoridad o persona 
interesada, la investigación de las violaciones de las normas relativas al transporte terrestre de conformidad 
con la legislación vigente y las demás que se implementen para tal efecto.
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24  Sentencia C-885 de 2007 de la H. Corte Constitucional.
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25 Número único 11001-03-06-000-2018-00217-00. Radicación interna: 2403. Levantada la Reserva legal
mediante oficio No. 115031 de fecha 20 de marzo de 2019.
26   El principio de legalidad de las faltas y de las sanciones previsto en el artículo 29 CP, debe observarse 
para establecer las infracciones administrativas y las sanciones correspondientes en todos los ámbitos 

(negrilla fuera de texto) Cfr. Pp. 48 y 76
27  Dicho principio, como quedó expuesto, 
fuera de texto) Cfr. Pp. 48 y 76
28

infracciones y sanciones administrativas, pues tiene reserva de ley ordinaria, y debe en todo caso respetar el 
debido proceso en punto a la legalidad y a la tipicidad, de conformidad con el inciso 2 del artículo 29 de la 

29 anto a la remisión efectuada a las normas reglamentarias, puesto 
que ello supone que el ejecutivo quede investido de manera permanente para establecer infracciones mediante 

30 Constitución no permite otorgar a la Administración la potestad genérica de establecer vía reglamento 
infracciones y sanciones administrativas, pues tiene reserva de ley ordinaria, y debe en todo caso respetar el 
debido proceso en punto a la legalidad y a la tipicidad, de conformidad con el inciso 2 del artículo 29 de la 

autoridad estatal la 
competencia de determinar las infracciones y las sanciones, toda vez que es exclusiva del Legislador, con lo 
cual se reafirma el principio de reserva de ley en materia sancionatoria administrativa bajo los criterios 

31 sanciones deben contar con un fundamento legal, por lo cual su definición no puede ser transferida 
al Gobierno Nacional a través de una facultad abierta sin contar con un marco de referencia específico y 

elegar en el ejecutivo la creación de prohibiciones en 
materia sancionatoria, salvo que la ley establezca los elementos esenciales del tipo, estos son: (i) la descripción 
de la conducta o del comportamiento que da lugar a la aplicación de la sanción; (ii) la determinación de la 
sanción, incluyendo el término o la cuantía de la misma, (iii) la autoridad competente para aplicarla y (iv) el 
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32 ngan la definición de la infracción o de la sanción prevista 
en la ley en manos de la autoridad administrativa. En cuanto a la posibilidad del reenvío normativo a decretos 
reglamentarios, corresponde al legislador delimitar el contenido de la sanción a través de la configuración de 
los elementos estructurales del tipo, por lo que la remisión a la norma reglamentaria debe permitir su cumplida 
ejecución. En tales casos, el contenido de la ley estará referido al núcleo esencial de la materia reservada, de 
manera que el reglamento se limite a desarrollar, complementar y precisar lo que ya ha sido de manera 

33 Cfr. Pp. 19 a 21
34 lo que se exige es un fundamento legal en donde se 
señalen los elementos básicos de la sanción, marco dentro del cual la autoridad titular de la función 
administrativa pueda precisar, los elementos de la sanción que haya de ser aplicada por otra autoridad, 

35 Cfr. H. Corte Constitucional Sentencia C-315 de 2012.
36

en su contra; c) el derecho a la publicidad de la prueba, pues de esta manera se asegura el derecho de 
contradicción; d) el derecho a la regularidad de la prueba, esto es, observando las reglas del debido proceso, 
siendo nula de pleno derecho la obtenida con violación de éste; e) el derecho a que de oficio se practiquen las 
pruebas que resulten necesarias para asegurar el principio de realización y efectividad de los derechos; y f) el 

Cfr. H. Corte Constitucional 
Sentencia C-203 de 2011. A ese mismo respecto ver: H. Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez Bogotá, D. C., ocho (8) de marzo 
de dos mil siete (2007) Radicación número: 25000-23-26-000-1995-01143-01(14850).
37 Cfr. Constitución Política de Colombia artículo 29. Ley 1437 de 2011 artículo 3.
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38 Cfr. Ley 336 de 1996 artículo 51, concordante con el artículo 49 de la ley 1437 de 2011.
39 Grupos NIIF 1, 2 y 3, Grupos Contaduría General de la Nación - Resoluciones Nos. 414 de 2014 y 533 de 
2015 y Grupo Entidades en Proceso de Liquidación con corte a diciembre 31 de 2018.
40 Artículo 4 de la Resolución No. 6299 del 28 de abril de 2020.
41Publicada en la página web de la Entidad en el link: 
https://www.supertransporte.gov.co/documentos/2020/Junio/Notificaciones_12_RG/20205320064555.pdf.  
Tal y como consta en el expediente. Así como en el Diario Oficial No. 51.343 del 12 de junio de 2020.
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42 Por la cual se establecen los parámetros para la presentación de la información de carácter subjetivo de la 
vigencia 2020, por parte de los sujetos supervisados de la entidad.
43 Artículo 4 de la Resolución No. 2331 del 07 de abril de 2021.
44 Cfr. Constitución Política artículos 334 y 365; Ley 105 de 1993 art 2 b; Ley 336 de 1996 arts. 6 y 8.
45 Cfr. Ley 105 de 1993 artículo 3 numeral 4.
46 Cfr. Ley 105 de 1993 artículo 3 numeral 2.
47 Cfr. Ley 336 de 1996 artículo 2; H. Corte Constitucional Sentencia C-089 de 2011.
48 Cfr. Decreto 2409 de 2018 artículo 4 inciso final.
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49 Cfr. H. Consejo de Estado Sala de Consulta y Servicio Civil Consejero Ponente: Álvaro Namén Vargas Bogotá 
D.C., treinta (30) de octubre de dos mil trece (2013).- Rad. No. 11001-03-06-000-2013-00392-00 Número
interno: 2159.
50 Cfr. Ley 336 de 1996 art 5 y 56.
51 Cfr. H. Corte Constitucional Sentencias C-834 de 2001; C-533 de 2002; C-926 de 2007; C-089 de 2011.
52

internacionales, pues comprende un conjunto de variables que permiten optimizar los tiempos y costos de
movilizar productos desde la fase de suministro hasta el consumidor final: infraestructura de transporte y

. Informe
Nacional de Competitividad 2016-
determinante para la competitividad del país, no sólo por su incidencia dentro de los costos de las mercancías,
sino por ser la principal alterna
Ministerio de Transporte, Boletín de Coyuntura.
53 Artículo 15. Constitución Política.
54 Artículo 15 intervención
del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, en los

55

56 n bien o no las normas tributarias, con la investidura
institucional que tiene la administración, con las herramientas legales de que dispone, y dentro de los límites
del debido proceso y del respeto a las demás garantías del contribuyente- Rodríguez, Julio
Roberto. La función de fiscalización tributaria en Colombia, en Revista de Derecho Fiscal, No. 7. Universidad
Externado de Colombia, Bogotá D.C., p. 231.
57 sentación política a nivel
nacional y local y se contempla la protección especial de los derechos mínimos de las entidades territoriales,
lo cual ha llevado a la jurisprudencia de esta Corporación a plantear reglas precisas sobre el grado
constitucionalmen
H. Corte Constitucional, sentencia C-891 de 2012.
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58 Al respecto, el Consejo de Estado ha señalado que estas funciones no cuentan con una definición legal que 
s

diversas disposiciones especiales que regulan su ejercicio en autoridades típicamente supervisoras, como las 
leyes 222 de 1995 (Superintendencia de Sociedades), 1122 de 2007 (Superintendencia Nacional de Salud) y 

ñalarse que la función 
administrativa de inspección comporta la facultad de solicitar información de las personas objeto de 
supervisión, así como de practicar visitas a sus instalaciones y realizar auditorías y seguimiento de su actividad; 
la vigilancia, por su parte, está referida a funciones de advertencia, prevención y orientación encaminadas a 
que los actos del ente vigilado se ajusten a la normatividad que lo rige; y, finalmente, el control permite 
ordenar correctivos sobre las actividades irregulares y las situaciones críticas de orden jurídico, contable, 

William Zambrano Cetina Bogotá, D.C., dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015). Radicado número: 
11001-03- 06-000-2014-00174-00 (2223). También ver: Superintendencia Bancaria Concepto No. 
2000023915-3. noviembre 15 de 2000. También ver: H. Corte Constitucional Sentencias C-782 de 2007 y C-
570 de 2012.
59 Asimismo, ha indicado la Corte Constitucional que 
caracterizan por lo siguiente: (i) la función de inspección se relaciona con la posibilidad de solicitar y/o verificar 
información o documentos en poder de las entidades sujetas a control, (ii) la vigilancia alude al seguimiento y 
evaluación de las actividades de la autoridad vigilada, y (iii) el control en estricto sentido se refiere a la 
posibilidad del ente que ejerce la función de ordenar correctivos, que pueden llevar hasta la revocatoria de la 
decisión del controlado y la imposición de sanciones. Como se puede apreciar, la inspección y la vigilancia 
podrían clasificarse como mecanismos leves o intermedios de control, cuya finalidad es detectar irregularidades 
en la prestación de un servicio, mientras el control conlleva el poder de adoptar correctivos, es decir, de incidir 

H. Corte Constitucional. Sentencia C-570 de 2012.
60 cter reservado de una información o de determinados 
documentos, no será oponible a las autoridades judiciales ni a las autoridades administrativas que, siendo 
constitucional o legalmente competentes para ello, los soliciten para el debido ejercicio de sus funciones. 
Corresponde a dichas autoridades asegurar la reserva de las informaciones y documentos que lleguen a 

61 Cfr. H. Corte Constitucional. Sentencia C-289 -12 M.P. Humberto Sierra Porto.
62 Cfr. Constitución Política de Colombia Artículo 29.
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63 Cfr. Ley 1437 de 2011 Artículo 3.
64 Cfr. H. Corte Constitucional. Sentencia C-289 -12 M.P. Humberto Sierra Porto. 
65 Cfr. Código General del Proceso artículo 167.
66

jurídico favorable para dicha parte. De cualquier manera, que deba entenderse tal criterio para la distribución 

67 Cfr. PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Octava edición. ed. Librería del profesional 1998.
68 Cfr. PEYRANO, Jorge W. La Carga de la Prueba. XXXIV Congreso Colombiano de Derecho Procesal. Instituto 
Colombiano de Derecho Procesal. Septiembre 11-13 de 2013. Medellín. Ed. Universidad Libre. Pág.959.
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69 Cfr. Ley 1437 de 2011 artículo 49 numeral 2 y 3.
70

oportunamente allegadas al proceso. Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso son nulas de 
tículo 164.

71 Cfr. PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de Derecho Probatorio. Ed. Librería del Profesional. Bogotá D.C. 2002 
pp. 63-64.
72 Artículo 176. Apreciación de las Pruebas. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con 
las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la 
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73  Tal y como consta en el expediente.
74 Asimismo, ha indicado la Corte Constitucional que 
caracterizan por lo siguiente: (i) la función de inspección se relaciona con la posibilidad de solicitar y/o verificar 
información o documentos en poder de las entidades sujetas a control, (ii) la vigilancia alude al seguimiento 
y evaluación de las actividades de la autoridad vigilada, y (iii) el control en estricto sentido se refiere a la 
posibilidad del ente que ejerce la función de ordenar correctivos, que pueden llevar hasta la revocatoria de la 
decisión del controlado y la imposición de sanciones. Como se puede apreciar, la inspección y la vigilancia 
podrían clasificarse como mecanismos leves o intermedios de control, cuya finalidad es detectar irregularidades 
en la prestación de un servicio, mientras el control conlleva el poder de adoptar correctivos, es decir, de incidir 

Corte Constitucional. Sentencia C-570 de 2012.
75 Tal y como consta en el expediente.
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emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, debe señalarse que la Entidad
a través de las resoluciones que regularon la entrega de la información financiera
para la anualidad del 2019, prorrogó en tres ocasiones la fecha de programación
para que los vigilados suministraran la información a través del Sistema Nacional
de Supervisión al Transporte VIGIA, por lo tanto, no es de recibo para este
Despacho el argumento esgrimido por la Investigada a través del cual indica que
debido a la situación de emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19 no
pudo cumplir con la obligación de reportar la información financiera.

Aunado a lo anterior, si bien es cierto que todas las actividades económicas se
vieron afectadas por las medidas adoptadas por el Gobierno Nacional con ocasión
de emergencia sanitaria, también es cierto que la obligación de suministrar la
información financiera no depende de los ingresos que hayan percibido los
vigilados, toda vez que, en el evento más extremo de no haber recibidos
ingresos, estos debían reportar sus ingresos en los estados financieros en ceros."



Página 21 de 30GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023



Página 22 de 30GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023



Página 23 de 30GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023



Página 24 de 30GJ-FR-014 
V1, 24- may -2023

.

76
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76  Cfr. Ley 1437 de 2011 artículo 49 numeral 4.
77  A este respecto, la Corte Constitucional y el Tribunal Administrativo han resaltado la importancia del Principio 
de Congruencia entre los hechos concretamente reprochados en la apertura y los hechos reprochados en el 
acto final:
La Corte Constitucional ha explicado que el principio de congruencia 
del derecho fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, en la 
medida que impide determinadas decisiones porque su justificación no surge del proceso por no responder en 
lo que en él se pidió, debatió, o probó. En este orden, se erige con tal importancia el principio de congruencia 
que su desconocimiento es constitutivo de las antes denominadas vías de hecho, hoy causales de procedibilidad 

Cfr. H. Corte Constitucional. Sentencia T-714 de 2013. 
M.P. José Ignacio Pretelt Chaljub.
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, respecto de que en las investigaciones por prácticas restrictivas
de la competencia, indicó que se debe actuar 
sirvieron de base para la expedición del acto en mención, de allí que no deba referirse a temas y pruebas no
contemplados en la resolución, puesto que no puede pretender ejercer defensa sobre actuaciones o

Cfr. H.
Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Sección segunda, Subsección A, expediente No. AT-2014-0016-01
del 23 de febrero de 2015.
Otras autoridades administrativas también han señalado que 
administrativas sancionatorias el eje central es la formulación de cargos por cuanto, es en ese momento en el
cual se delimita la conducta reprochada imputación fáctica-, las normas presuntamente vulneradas 
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imputación normativa- y el alcance del procedimiento, garantizándose de esta forma el debido proceso y el 
derecho de defensa al investigado, por cuanto en ese instante procesal es en el cual va a saber a ciencia cierta 

se 
cumplió con el principio de tipificación, el cual garantiza el debido proceso y derecho de defensa que le asiste 
al investigado, el operador administrativo está en la obligación de reestablecer los derechos fundamentales 
precitados, a través de la decis Cfr. Superintendencia de Industria y Comercio 
Resoluciones 40564 de 2012 y 1516 de 2017.
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